
Circular de la FEMP para Ayuntamientos, Diputaciones, Cabildos y 
Consejos Insulares

El Consejo de Ministros celebrado con fecha 30 de diciembre de 2011 
aprobó un paquete de medidas urgentes, algunas de especial incidencia para 
los Ayuntamientos, Diputaciones, Cabildos y Consejos Insulares. 

Las medidas más importantes están contenidas en el Real Decreto Ley 
20/2011, de 30 de diciembre, publicado en el BOE con fecha 31 de diciembre 
de 2011.

Acompañamos un resumen de las medidas.

Real Decreto-ley 20/2011, de 30 de diciembre, de medidas urgentes en 
materia presupuestaria, tributaria y financiera para la corrección del 

déficit público.

(BOE Núm. 315, de 31 de diciembre de 2011)

Se produce la prórroga general  de la Ley 39/2010,  de 22 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2011 a partir del 1 de enero de 
2012, salvo en aquellos créditos correspondiente a actuaciones que terminen 
en el año 2011 o para obligaciones que se extingan en el mismo año.

Igualmente,  y  aunque  la  Ley  de  Presupuestos  Generales  del  Estado  tiene 
vigencia anual, la prórroga no afectará a aquellas normas de vigencia indefinida 
que la misma puede incluir; que seguirán estando vigentes.

Por otro lado, el contenido de los créditos prorrogados no se ve afectado por 
las  autorizaciones  presupuestarias  efectuadas  durante  el  ejercicio  de  2011 
porque el  objeto de la prórroga no es la ejecución del  presupuesto de ese 
ejercicio, sino las autorizaciones iniciales de gasto por ejercicio contenidas en 
la referida Ley 39/2010, de 22 de diciembre.

Esto mismo cabría decir de las autorizaciones de endeudamiento, por lo que 
deben entenderse prorrogadas las iniciales establecidas en dicha ley.

Finalmente, el  artículo 38.3 de la Ley General  Presupuestaria aclara que la 
estructura orgánica del presupuesto prorrogado se adaptará, sin alteración de 
la cuantía total, a la organización administrativa en vigor en el ejercicio en que 
el presupuesto deba ejecutarse.
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I. GASTOS DE PERSONAL.

En el Capítulo II, «De los gastos de personal»,  se mantienen las cuantías de 
las retribuciones del personal y altos cargos del sector público y se congela la 
oferta de empleo público, aunque con algunas excepciones.

Además, aunque solo para el  conjunto del  sector público estatal,  la jornada 
ordinaria de trabajo se amplía a un promedio semanal no inferior a las 37 horas 
y 30 minutos.

I.1. Retribuciones del personal.

En el año 2012, las retribuciones del personal al servicio del sector público no 
podrán  experimentar  ningún  incremento  respecto  a  las  vigentes  a  31  de 
diciembre de 2011, en términos de homogeneidad para los dos períodos de la 
comparación,  tanto  por  lo  que  respecta  a  efectivos  de personal  como a  la 
antigüedad del mismo. En consecuencia, a partir del 1 de enero de 2012, no 
experimentarán ningún incremento las cuantías de las retribuciones y de la 
masa salarial, en su caso, establecidas en la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2011 (artículo 2. Dos).

Durante el  ejercicio 2012, las Administraciones, entidades y sociedades que 
integran el sector público tampoco podrán realizar aportaciones a planes de 
pensiones  de  empleo  o  contratos  de  seguro  colectivos  que  incluyan  la 
cobertura de la contingencia de jubilación (artículo 2. Dos).

Aunque  sólo  de  aplicación  a  los  altos  cargos  del  sector  público  Estatal,  el 
artículo 2.Seis establece una reducción de un 10 por ciento de los créditos 
globales  de  2011  destinados  al  complemento  de  productividad  de  este 
personal.

I.2. Oferta de empleo público.

Como  regla  general,  a  lo  largo  del  ejercicio  2012  no  se  procederá  a  la 
incorporación de nuevo personal (artículo 3.Uno).
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Esta  limitación  alcanza  también  a  las  plazas  incursas  en  los  procesos  de 
consolidación  de  empleo  previstos  en  la  disposición  transitoria  cuarta  del 
Estatuto Básico del Empleado Público, así como a la contratación de personal 
temporal y al nombramiento de personal estatutario temporal o de funcionarios 
interinos salvo en casos excepcionales y para cubrir necesidades urgentes e 
inaplazables  que  se  restringirán  a  los  sectores,  funciones  y  categorías 
profesionales que se consideren prioritarios o que afecten al funcionamiento de 
los servicios públicos esenciales (artículo 3.Uno y Dos).

En cuanto a las excepciones a la regla general (sectores y administraciones en 
los que la tasa de reposición se fija en el 10 por ciento), a diferencia de lo que  
ha ocurrido en otras ocasiones, entre ellas no se incluye a la Policía Local ni a  
los Cuerpos de Bomberos, por lo que tales excepciones no son de aplicación 
en la Administración Local (artículo 3.Cinco).

I.3. Cotizaciones sociales.

En  el  artículo  13  se  procede  a  la  actualización  de  las  bases  y  tipos  de 
cotización a la Seguridad Social, desempleo, protección por cese de actividad, 
Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesional. Por lo que afecta a las 
Entidades Locales, hay que destacar las siguientes actualizaciones:

- Se incrementan un 1 por ciento las cuantías de las bases de cotización 
máximas aplicables en los distintos Regímenes de la Seguridad Social, 
respecto de las vigentes en 2011 (pasan de 3.230,10  mensuales a€  
3.262,40).

- Se fija en el 7,10 por ciento (el 5,92 a cargo de la empresa y el 1,18 al 
del trabajador) el tipo de cotización adicional en relación con el anticipo 
de la edad de jubilación de los bomberos (supone un incremento del 
4,4% respecto a 2011 que, recordemos el estaba fijado en el 6,80 por 
ciento -5,67 para la empresa y 1,13 para el trabajador-).

Los tipos de cotización del régimen general no sufren variación respecto a los 
establecidos para 2011 en el artículo 132 de la Ley 39/2010.

I.4. Jornada de trabajo.

En el artículo 4 se reordena el tiempo de trabajo de los empleados del sector 
público  estatal,  de  forma  que  a  partir  del  1  de  enero  de  2012  la  jornada 
ordinaria de trabajo tendrá un promedio semanal no inferior a las 37 horas y 30 
minutos.  Esta  media  semanal  se  entenderá  sin  perjuicio  de  las  jornadas 
especiales existentes o que, en su caso, se establezcan, que experimentarán 
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las adaptaciones necesarias para adecuarse a la modificación general en la 
jornada ordinaria.

Con esta medida se extiende a todos los empleados del sector público estatal 
la  jornada  de  trabajo  que  la  Resolución  de  20  de  diciembre  2005,  de  la 
Secretaría General Administración Pública, (BOE 27 diciembre 2005, núm. 309) 
establecía para el  personal civil  al  servicio de la Administración General del 
Estado, con un cambio sustancial: la citada Resolución establecía las 37 horas 
y 30 minutos semanales de trabajo efectivo de promedio en cómputo anual 
como duración máxima de la jornada, mientras que ahora el Real Decreto-Ley 
la establece como duración mínima del promedio semanal de la jornada.

Aunque el Real Decreto-Ley circunscribe la aplicación de esta reordenación de 
la  jornada  al  sector  público  estatal,  tiene  también su  incidencia,  aunque 
limitada, en el sector público local. En efecto, en virtud del artículo 94 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, la jornada 
de trabajo de los funcionarios de la Administración Local será en cómputo anual 
la  misma  que  la  fijada  para  los  funcionarios  de  la  Administración  Civil  del 
Estado.

Teniendo en cuenta que el citado artículo 94 se refiere exclusivamente a los 
funcionarios  locales  y  que  la  equivalencia  de  su  jornada  con  la  de  los  del  
Estado se hace en cómputo anual, a partir del 1 de enero de 2012 la jornada de 
trabajo  de  los  funcionarios  públicos  locales    no  podrá  ser  inferior   a  mil   
seiscientas cuarenta y siete horas anuales (según el apartado Segundo.1 de la 
Resolución  de  20  de  diciembre  2005  este  es  el  número  de  horas  anuales 
equivalente a las 37 horas y 30 minutos semanales).

II. PENSIONES Y AYUDAS PÚBLICAS.

En el Capítulo III, « De las pensiones y ayudas públicas», se establece para 
2012  un  incremento  general  de  las  pensiones  de  un  uno  por  ciento y  la 
actualización conforme al IPC (2,9 %) de la percibidas en 2011.

II.1. Incrementode las pensiones.

Según el artículo 5, este incremento del 1 por 100 se aplicará a las cuantías de:

- los límites de percepción de pensiones públicas, 
- los ingresos para el reconocimiento de complementos económicos para 

mínimos,
- las prestaciones familiares de la Seguridad Social por hijo a cargo, 
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- los haberes reguladores aplicables para la determinación inicial de las 
pensiones  del  Régimen  de  Clases  Pasivas  del  Estado  y  de  las 
pensiones especiales de guerra (artículo 5.1).

- las pensiones abonadas por el sistema de la Seguridad Social,  en su 
modalidad contributiva, así como de Clases Pasivas del Estado,

- las pensiones mínimas del sistema de la Seguridad Social y de Clases 
Pasivas,  las  pensiones  no  contributivas  y  el  extinguido  Seguro 
Obligatorio de Vejez e Invalidez no concurrentes,

- las prestaciones de la Seguridad Social por hijo a cargo con dieciocho o 
más años y con un grado de minusvalía igual o superior al 65 por 100 y  
del subsidio de movilidad y compensación para gastos de transporte. 

La  cuantía  de  las  pensiones  y  prestaciones  citadas  en  los  dos  últimos 
apartados,  sobre  la  que  ha  de  aplicarse  el  incremento  indicado,  será  la 
resultante de incrementar la vigente a 31 de diciembre de 2010 en el porcentaje 
del  2,9 por  ciento,correspondiente al  IPC real  del  periodo de noviembre de 
2010 a noviembre de 2011.

Las excepciones a la aplicación del incremento del 1 por 100 se enumeran en 
el artículo 5.4 y son las siguientes pensiones:
- las que su importe mensual exceda del límite mensual de percepción de 

las pensiones públicas.
- las de Clases Pasivas reconocidas a favor de los Camineros del Estado 

causadas con anterioridad a 1 de enero de 1985,
- las del extinguido Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez cuando entren 

en concurrencia con otras pensiones públicas,
- las  de  las  Mutualidades  integradas  en  el  Fondo  Especial  de  la 

Mutualidad General  de Funcionarios  Civiles del  Estado que,  a  31  de 
diciembre de 2011, hubieran ya alcanzado las cuantías correspondientes 
al 31 de diciembre de 1973.

- las  de  las  Mutualidades,  Montepíos  o  Entidades  de  Previsión  Social 
referidas en el artículo 45.Tres de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para 2010.

II.2. Mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones.

El  artículo  6  establece una paga compensatoria  equivalente  a  la  diferencia 
entre la pensión percibida en 2011 y la que hubiere correspondido de haber 
aplicado a las cuantías mínimas de dichas pensiones el incremento del 2,9 por 
ciento,  correspondiente  al  IPC real  en  el  período de  noviembre  de 2010  a 
noviembre de 2011. Tendrán derecho a dicha paga los perceptores de:

- complementos  por  mínimos  de  las  pensiones  del  sistema  de  la 
Seguridad Social y de Clases Pasivas,

- pensiones  no  contributivas  de  la  Seguridad  Social  y  del  Seguro 
Obligatorio de Vejez e Invalidez (SOVI) no concurrentes, 
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- de prestaciones de la Seguridad Social por hijo a cargo con 18 o más 
años de edad y un grado de discapacidad igual o superior al 65 por 100, 
y 

- del subsidio de movilidad y compensación para gastos de transporte.

III. HACIENDAS LOCALES.

Con el objetivo de garantizar que la situación financiera de las Corporaciones 
Locales no ponga en peligro la consecución del principal objetivo en materia 
presupuestaria, que es la reducción del déficit público del Reino de España con 
arreglo a la senda prevista en el  Programa de Estabilidad 2011-2014, en el 
Capítulo  IV,  «Normas  tributarias»,  se  establece  con  carácter  transitorio  y 
excepcional para 2012 y 2013 un incremento del tipo impositivo del IBI para los 
inmuebles urbanos.

Por lo que se refiere a la participación de las Entidades Locales en los tributos 
del Estado, el Real Decreto-Ley se limita a prorrogar la regulación contenida en 
la  Ley  de  Presupuestos  Generales  del  Estado  para  2011,  actualizándose 
exclusivamente las referencias temporales relativas a la población a considerar, 
esfuerzo fiscal e inverso de la capacidad recaudatoria.

Finalmente, se mantienen para el año 2012 las restricciones a la concertación 
de  operaciones  de  endeudamiento  por  parte  de  las  Entidades  locales 
establecidas,  para  2011,  en  el  Real  Decreto-Ley  8/2010,  en  los  términos 
establecidos  en  la  Ley  39/2010,  de22  de  diciembre,  de  Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2011, aunque actualizando las referencias 
temporales de las magnitudes y de las liquidaciones presupuestarias a que 
tales restricciones están referidas.

III.1 Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

El  artículo  8  establece  la  aplicación  transitoria  y  excepcional  durante  los 
ejercicios 2012 y 2013 para los inmuebles urbanos de un incremento del tipo 
impositivo del Impuesto sobre Bienes Inmuebles que hubiesen aprobado los 
Ayuntamientos conforme a lo dispuesto en el artículo 72 del texto refundido de 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Dicho  incremento  varía  en  función  del  año  de  entrada  en  vigor  de  la 
correspondiente ponencia total  de valores del  municipio  y  se aplicará de la 
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siguiente  forma (aunque en ningún caso podrá  dar  como resultado un tipo 
superior al 1,10 por 100, que es el máximo establecido en dicho  artículo 72):

- El 10 por 100 en los municipios con ponencia de valores total aprobada 
con anterioridad al año 2002, no pudiendo resultar el tipo de gravamen 
mínimo y supletorio inferior al 0,5 por ciento en 2012 y al 0,6 por 100 en 
2013 (hasta 2011 ha estado fijado en el 0,4 por 100).

- El 6 por 100 en los municipios con ponencia de valores total aprobada 
entre 2002 y 2004, no pudiendo resultar el tipo de gravamen mínimo y 
supletorio inferior al 0,5 por ciento.

- El 4 por 100 en los municipios con ponencia de valores total aprobada 
entre 2008 y 2011.

No obstante, estos incrementos únicamente se aplicarán:

- A los  inmuebles  de  uso  no  residencial,  en  todo  caso,  incluidos  los 
inmuebles gravados con tipos diferenciados a que se refiere el artículo 
72.4 del citado Texto Refundido 

- A la totalidad de los inmuebles de uso residencial a los que les resulte de 
aplicación una ponencia de valores total aprobada con anterioridad al 
año 2002.

- A los inmuebles de uso residencial a los que les resulte de aplicación 
una ponencia de valores total  aprobada en el año 2002 o en un año 
posterior,  y que pertenezcan a la mitad con mayor valor catastral  del 
conjunto de los inmuebles del municipio que tengan dicho uso.

Por otro lado, se exceptúa de la aplicación de estos incrementos:

- en municipios cuyas ponencias de valores hayan sido aprobadas entre 
los  años  2005  y  2007  (esto  en  atención  a  los  elevados  precios  de 
mercado de estos años).

- en municipios en los que se apruebe una ponencia de valores total en el 
año 2012.

Finalmente,  reseñar  que  en  el  supuesto  de  que  el  tipo  aprobado  por  un 
municipio para 2012 o 2013 fuese inferior al vigente en 2011, en el año en que 
esto ocurra los citados porcentajes de incremento se aplicarán sobre el tipo 
vigente en 2011.

III.2. Participación de las Entidades Locales en los tributos del Estado.

Se actualizan para 2012 exclusivamente las referencias temporales del artículo 
107. Dos.a de los componentes de la participación de las Entidades Locales en 
los tributos del Estado regulados en las Secciones 2ª a 6ª,   del Capítulo I, de 
Título VII de la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 2011, considerando a esos efectos la población del Padrón  
Municipal vigente y oficialmente aprobado por el Gobierno a 1 de enero del año 
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2012 y los datos del esfuerzo fiscal y del inverso de la capacidad recaudatoria 
de la última liquidación definitiva practicada. 

Por  lo  que  se  refiere  a  la  información  a  suministrar  por  parte  de  las 
Corporaciones Locales para determinar el  esfuerzo fiscal  para la liquidación 
definitiva de la participación de los Ayuntamientos en los tributos del Estado 
correspondiente a 2012, será la relativa a las certificaciones referidas al año 
2010  y  se  deberán  remitir  a  los  órganos  competentes  del  Ministerio  de 
Hacienda antes del  30 de junio del  año 2012, en la forma en la que éstos 
determinen.

Por otra parte, la revisión cuatrienal del conjunto de municipios que participan 
en los tributos del  Estado por el  sistema de cesión de un porcentaje de la  
recaudación  del  IRPF,  IVA e  Impuestos  Especiales  (artículo  114  del  Texto 
Refundido de  la Ley Reguladora de las Haciendas Locales), se remite a lo que 
establezca la futura Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2012. 

III.3. Operaciones de endeudamiento.

La disposición adicional decimocuarta prorroga para 2012 las restricciones a la 
concertación  de operaciones de endeudamiento  por  parte  de  las  Entidades 
locales  que,  para  2011,  introdujo  el  artículo  14.Dos  del  Real  Decreto-Ley 
8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas extraordinarias para la 
reducción del  déficit  público,  con la  redefinición que de las  mismas hizo la 
disposición  final  decimoquinta  de  la  Ley  39/2010,  de  22  de  diciembre,  de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2011. Criterios de prudencia 
aconsejan mantener esta medida para el año 2012.

Únicamente se actualizan las referencias temporales de las magnitudes y de 
las  liquidaciones  presupuestarias  mencionadas  en  aquel  precepto,  y  que 
encuentran  su  origen  en  el  Texto  refundido  de  la  Ley  reguladora  de  las 
Haciendas Locales,  aprobado por Real  Decreto Legislativo 2/2004,  de 5 de 
marzo.

Así, para la determinación del ahorro neto y de los ingresos corrientes a efectos 
de calcular el nivel de endeudamiento, se tendrá en cuenta la liquidación del 
presupuesto  del  ejercicio  2011  y,  en  su  caso,  las  cifras  deducidas  de  los 
estados  contables  consolidados,  con  sujeción  a  aquella  norma  y  a  la  de 
estabilidad  presupuestaria.  Y,  a  efectos  del  cálculo  del  capital  vivo,  se 
considerarán  todas  las  operaciones  vigentes  a  31  de  diciembre  de  2011, 
incluido el riesgo deducido de avales e incrementado, en su caso, en los saldos 
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de operaciones formalizadas no dispuestos y en el  importe de la operación 
proyectada o proyectadas en 2012.

De  acuerdo  con  lo  anterior,  en  el  ejercicio  económico  2012,  las  entidades 
locales y sus entidades clasificadas en el sector Administraciones Públicas que 
liquiden el ejercicio 2011, con ahorro neto positivo, podrán concertar nuevas 
operaciones  de  crédito  a  largo  plazo  para  la  financiación  de  inversiones, 
cuando  el  volumen total  del  capital  vivo  no  exceda  del  75  por  100  de  los 
ingresos corrientes liquidados o devengados, según las cifras deducidas de los 
estados contables consolidados. 

III.4.  Pago de deudas de Instituciones Sanitarias de las EE. LL.  con la  
Seguridad Social.

Se amplía hasta los 18 años el plazo de pago de deudas contraídas con la 
Seguridad  Social  por  instituciones  sanitarias  cuya  titularidad  ostenten  las 
Administraciones Públicas  o instituciones sin ánimo de lucro.

La disposición adicional trigésima de la 41/1994, de Presupuestos Generales 
del Estado para 1995, concedió a las  instituciones sanitarias de titularidad de 
 las  Administraciones  Públicas  o  de  instituciones  sin  ánimo  de  lucro una 
moratoria de diez años sin interés y con 3 años más de carencia, para el pago 
de  las  de  las  deudas  que  dichas  instituciones  hubieran  contraído  con  la 
Seguridad Social con anterioridad al 1 de enero de 1995.

La  disposición  adicional  primera  del  Real  Decreto-Ley  que  comentamos 
permite  que  las  instituciones  sanitarias  que  se  hubiesen  acogido  a  dicha 
moratoria soliciten a la Tesorería General de la Seguridad Social la ampliación 
de la  moratoria  concedida hasta  un máximo de 10  años   y  de  la  carencia 
concedida a 18 años.

IV. URBANISMO.

La disposición final novena modifica el apartado 2 de la disposición transitoria 
tercera del  texto refundido de la Ley del  Suelo, aprobado por Real  Decreto 
Legislativo 2/2008, de 20 de junio, con la finalidad de ampliar hasta cinco años, 
a contar desde la entrada en vigor de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, 
el plazo transitorio para que las valoraciones de los terrenos que formen parte 
del  suelo  urbanizable  incluido  en  ámbitos  delimitados  para  los  que  el 
planeamiento haya establecido las condiciones para su desarrollo, se efectúen 
conforme a las reglas establecidas en la Ley 6/1998, de 13 de abril,  sobre 

9



Régimen de Suelo y Valoraciones, tal y como quedaron redactadas por la Ley 
10/2003, de 20 de mayo. El plazo transitorio inicial fue ampliado hasta el 31 de 
diciembre de 2011 por el Real Decreto Ley 6/2010, de 9 de abril, de medidas 
para el  impulso de la recuperación económica y el  empleo, por lo que está 
cerca de extinguirse.

V. TELEASISTENCIA DOMICILIARIA.

El Gobierno ha adoptado el acuerdo de autorizar al IMSERSO la ejecución de 
52  expedientes  del  programa  de  Teleasistencia  Domiciliaria  a  personas 
mayores durante el ejercicio 2012, mediante la aprobación de una partida de 30 
millones de euros destinados a tal fin. Esta medida permitirá a las Entidades 
Locales adheridas al convenio marco de colaboración con el IMSERSO seguir 
prestando el  servicio  de asistencia a los colectivos de personas mayores y 
personas con discapacidad. 

El Programa de Teleasistencia Domiciliaria (TAD), del que se benefician casi 
250.000 usuarios,  es una iniciativa de ámbito estatal, que se puso en marcha 
en 1993, tras la firma de un convenio marco de colaboración suscrito por la 
FEMP y el  IMSERSO. Este programa está  implantado en 13 Comunidades 
Autónomas y en las Ciudades de Ceuta y Melilla. En estos momentos están 
vigentes  50  convenios  específicos  con  238  Entidades  Locales,  entre 
Ayuntamientos,  Diputaciones,  Consejos  Insulares,  Cabildos  y 
Mancomunidades. 

Orden IET/3586/2011, de 30 de diciembre, por la que se establecen los 
peajes de acceso a partir de 1 de enero de 2012 y las tarifas y primas de 

las instalaciones del régimen especial.

(BOE Núm. 315, de 31 de diciembre de 2011)

El Gobierno ha acordado la prórroga de un año, hasta el 31 de diciembre de 
2012,  para  que  los  Ayuntamientos  suscriban  contratos  de  suministro  en  el 
mercado libre. La FEMP había solicitado esta medida, dados los problemas 
que, en el caso de los consistorios, se estaban produciendo en la aplicación del 
Real Decreto 485/2009 que regula la puesta en marcha del suministro de último 
recurso. 

La Orden IET/3586/2011,  de 30 de diciembre, por la que se establecen los 
peajes de acceso a partir de 1 de enero de 2012 y las tarifas y primas de las 
instalaciones  del  régimen  especial,  contiene  una  Disposición  Transitoria 
Segunda que dice textualmente lo siguiente:
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“1.  Los consumidores conectados en alta  y  baja  tensión  que a  31 de  
diciembre de 2011 estén siendo suministrados por un comercializador de  
último  recurso  y  el  1  de  enero  de  2012  carezcan  de  un  contrato  de  
suministro  en  el  mercado  libre,  siempre  que  no  estén  incluidos  en  la  
excepción establecida en el artículo 3.3 del Real Decreto 485/2009, de 3  
de  abril,  podrán  seguir  siendo  suministrados  por  dicho  
comercializador de último recurso hasta el 31 de diciembre del 2012.

El precio que deberán pagar estos clientes por la electricidad consumida  
al  comercializador  de  último  recurso  durante  este  periodo  será  el  
correspondiente a la aplicación de la facturación de la tarifa de último  
recurso, TUR, sin aplicación de la modalidad de discriminación horaria,  
incrementado sus términos un 20 por ciento”.

2.  Si  el  1 de enero de 2013 los consumidores a los que se refiere el  
apartado  anterior  no  han  procedido  a  contratar  su  suministro  en  el  
mercado libre, se considerará rescindido el contrato entre el consumidor y  
el comercializador de último recurso siendo de aplicación a estos efectos  
lo establecido en el artículo 86.2 del Real Decreto 1955/2000, de 1 de  
diciembre,  por  el  que  se  regulan  las  actividades  de  transporte,  
distribución,  comercialización,  suministros  y  procedimientos  de  
autorización de instalaciones de energía eléctrica.”(…)  

Finalmente, trasladamos las siguientes consideraciones:

Entrada en vigor:

La disposición final vigésimo tercera establece la entrada en vigor del 
Real Decreto-Ley 20/2011, el  1 de enero de 2012. Por tanto todas la 
medidas que afectan a las EE. LL. son de aplicación inmediata (la subida 
de tipos del IBI se verá reflejada ya en los recibos de 2012).

Necesidad  de  acuerdos  municipales  para  la  aplicación  de  estas 
medidas:

Por ser medidas establecidas por una norma de rango legal, las normas 
locales (ordenanzas fiscales y presupuestos de las EE. LL.)  deberían 
adaptarse a aquéllas. Aunque no es imprescindible, sería conveniente 
que las EE. LL. adaptasen sus normas al Real Decreto ya que si no lo 
hacen éstas habrán de entenderse derogadas por ser contrarias a una 
norma de rango superior,  siendo de aplicación directa esta norma de 
rango superior, es decir, el Real Decreto-Ley 20/2011.

Normas locales que pueden resultar afectadas son:
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- Los presupuestos municipales, en lo referente al Capítulo de Gastos de 
Personal (Cap. I del estado de gastos) en tanto se haya previsto o no 
incrementos de las retribuciones de los empleados públicos.

- La ordenanza fiscal reguladora del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, 
en el artículo donde se establezcan los tipos impositivos.
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